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PRESIDE: Señor Representante Luis Puig. 


MIEMBROS: Señores Representantes Marcelo Bistolfi, Pablo Iturralde Viñas, Raúl Olivera, Martín 
Tierno y Carmelo Vidalín. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Oscar Groba y Jorge Pozzi. 


ASISTEN: Señores Representantes Graciela Cáceres y Dionisio Vivian. 


INVITADOS: Por la Intendencia Municipal de Río Negro: señores doctor Omar Lafluf, Intendente; 
escribano Carlos María Mazzilli, Secretario General, y doctor Mario Fonrodona, Director 
de Jurídica. 


Por los trabajadores del Peaje Mendoza (SUNCA-Florida): señoras Ana Lapasta (Peaje 
Mendoza) y María Lourdes Otero (Peaje La Barra). 


Por los trabajadores de la ex textil Fibratex: señoras Graciela López, Secretaria General 
del Congreso Obrero Textil (COT) y Griselda Fernández, Secretaria General de Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Puig).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Intendencia Municipal de Río Negro, integrada 
por el señor Intendente, doctor Omar Lafluf, por el Secretario General, escribano Carlos Ma. Mazzilli, y por 
el Director de Jurídica, doctor Mario Fonrodona, a efectos de escuchar su exposición respecto al 
planteamiento que hicieron en este ámbito funcionarios de la Dirección de Tránsito de esa Intendencia. 


Concretamente, los trabajadores plantearon su preocupación porque algunos de ellos, que tienen entre cuatro 
y diez años de antigiledad y realizan actividades permanentes, deben firmar contratos mensuales en dicha 
Dirección. Inclusive, hubo modificaciones en los últimos contratos, pasando de cuarenta a cuarenta y ocho 
horas semanales. A raíz de ese planteamiento surgió la iniciativa de la Comisión de convocar al Intendente y 
a sus asesores para intercambiar ideas sobre este punto. Si efectivamente es así, nos gustaría conocer cuáles 
son las razones por las cuales entienden que es correcto que los trabajadores firmen contratos mensuales. 


SEÑOR LAFLUF.- Antes que nada, quiero agradecer a la Comisión de Legislación del Trabajo por 
habernos recibido. 


En el mismo momento que estaba con la delegación de funcionarios municipales de la Dirección de Tránsito, 
concretamente los inspectores, me llamó el señor Diputado Vidalín para invitarme a concurrir a este 
Comisión y acepté de inmediato con mucho gusto. 


Creo que aquí hay dos temas bien diferentes: uno es el problema puntual de los Inspectores de tránsito y, el 
otro, los contratos. 


Lo primero que quiero resaltar es que los inspectores de tránsito jamás cuestionaron el tipo de contrato. Si 
hay un cuestionamiento por el contrato de trabajo que lo hicimos con el fundamento legal con que se debe 
hacer, es por el aumento del horario hasta cuarenta y ocho horas semanales. Quiero que eso quede claro, 
porque la discusión o el planteo nunca fue el tipo de contrato que se firma. 


También quiero decir que la Intendencia Municipal de Río Negro tiene mil quinientos funcionarios. Voy a 
aclarar un tema que siempre está en la discusión pública. Más importante que la cantidad de funcionarios, por 
lo menos para este Intendente, es cuánto se lleva del Presupuesto el Rubro 0. En este sentido, el Rubro O de la 
Intendencia se lleva el 53%, con la aclaración de que en esos mil quinientos trabajadores están comprendidos 
todos los funcionarios. Hay muchos lugares donde trabajan los funcionarios y capaz que la misma cantidad o 
el doble están en ONG o haciendo pasantías. Estos mil quinientos son el total de los funcionarios que tiene la 
Intendencia. 


Por otra parte, quiero decir que desde el año 2005 todo lo que lleva adelante la Intendencia lo hace con 
funcionarios municipales. No hay un solo servicio tercerizado, excepto alguna obra grande que se hace a 
través del Programa de Desarrollo y Gestión Municipal que tienen las Intendencias con el Banco 
Interamericano de Desarrollo, que exige una licitación. El resto de las obras y todos los servicios del 
Municipio son prestados por los funcionarios. 


En esos mil quinientos funcionarios que mencioné, hay novecientos contratados, que en su gran mayoría son 
los que hacen posible que hagamos la obra municipal. Es gente que cuida mucho el trabajo, porque lo 
necesitan y lo realizan con mucho cariño. Yo les puedo asegurar que la obra municipal es digna de mostrar y 
es reconocida, por ejemplo, por las autoridades de DIPRODE, como una obra de primer nivel, comparable 
con cualquier empresa privada del país. 


Con respecto al tema puntual de los inspectores de tránsito, y yendo a su cuestionamiento, que lo abordará 
luego el doctor Fonrodona, quiero decir que Río Negro en el año 2005 tenía once inspectores en todo el 
departamento, y hoy tiene treinta y cinco. No había radar y hoy hay tres. Existían muy pocos vehículos, y hoy 
hay ocho o diez motos. Los contratados en la Intendencia tienen los mismos beneficios que los 
presupuestados: aguinaldo, salario vacacional, atención médica, seguro de vida y atención médica en las 
policlínicas de ADEOM pagados por la Intendencia, retiro con causal jubilatoria, etcétera. Nosotros 
instalamos un sistema mediante el cual al funcionario que llega a la causal jubilatoria, que antes no se 
retiraba porque lo que iba a cobrar de jubilación era muy poco, se le asegura el sueldo íntegro hasta los 
setenta años. La Intendencia le paga el complemento entre lo que cobra de jubilación y el sueldo que estaría 
ganando. Eso le asegura que hasta los setenta años va a seguir cobrando el mismo sueldo. También existe un 


fondo de vivienda municipal, al que tienen acceso todos sin distinción. Del 100% del valor de una multa, el 
50% va a la Intendencia, el 25% a los inspectores y el otro 25% va a ese fondo de vivienda municipal. 


Al inicio, el cargo de inspector de tránsito fue un arrendamiento de servicio, pero inmediatamente, a pedido 
de ellos, se los pasó a un contrato de función pública, para que tuvieran acceso a la exoneración del 50% de 
la contribución inmobiliaria urbana, al 50% del valor de la patente del vehículo de propio y también, al tener 
un ingreso mensual, a los créditos del Banco de la República en Caja Nacional. Asimismo, los contratados 
tuvieron acceso, por pelea nuestra, al "limpia sueldo" que dio el Banco de la República. Fuimos de las 
primeras Intendencias en acceder a eso. 


Por otra parte, al poco tiempo de su ingreso, se los equiparó al grado 5. El ingreso a la función municipal se 
hace por el grado más bajo. Ellos entraron como grado 1 y al muy poco tiempo se los equiparó al grado 5. 


En setiembre de 2009 comienza la exigencia del trabajo hasta 48 horas semanales. De ahí en adelante 
tuvimos varias reuniones. Fueron a la Junta Departamental nosotros también a dar las explicaciones, y 
concurrieron a la Justicia. Hay un informe nuestro que creo no quedó en la documentación que se entregó que 
el doctor Fonrodona les hizo llegar. 


Luego vinieron al Parlamento, y nosotros hoy venimos a dar nuestras explicaciones. Desde setiembre en 
adelante hay un ambiente de trabajo diferente. Ellos siguieron firmando los contratos, pero en el mes de 
agosto de produjo la renuncia del jefe de los inspectores por medio de una carta en la que decía que 
acompañaba el planteo pero que se retiraba porque los inspectores palabra más, palabra menos no estaban 
trabajando. Lo atestigua con el nivel de multas que se aplican. Quiero dejar bien claro que ese no es el único 
ítem para evaluar la función de un inspector, pero las multas en el período enero julio 2010 son menos del 
50% de lo que fueron en el mismo período del año 2009. También, en esos meses, reiteradas veces en las 
radios de Fray Bentos se decía que había falta de control, que no se veía a los inspectores en la calle. Como 
decía, todo eso termina con la renuncia del jefe de inspectores, que dijo muy claramente y se los dijo a ellos 
por qué renunciaba. 


También quiero expresar aquí que si esto se plantea fríamente se puede decir que se trata de contratos 
mensuales. Se llegó a decir que yo me paré en una reunión y me fui, y eso no es cierto. Allí dije que se 
trataba de contratos mensuales y que, por lo tanto, se podían rescindir. A pesar de que tenía la potestad de 
hacerlo, trabajé nueve meses con los inspectores de tránsito a media máquina porque no estaban cumpliendo 
su función a pleno, y no rescindí el contrato a ninguno. También quiero decir que, con respecto a la 
estabilidad o a la presupuestación que es un tema aparte del problema que se generó con los inspectores, 
trabajamos durante un año y medio con la Oficina Nacional del Servicio Civil, y en la última Rendición de 
Cuentas presentamos el trabajo de la Comisión Calificadora, que comenzará a funcionar en 2011. De esta 
manera se definirán los escalafones y los grados, y por concurso de mérito y oposición se llenarán los cargos 
de la Intendencia. 


Quiero aclarar que en este período no presupuesté absolutamente a nadie para que no se dijera que durante mi 
Administración presupuesté a los más cercanos. Lo único que hicimos en el primer año de Gobierno, y por 
resolución del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, fue implementar la Norma N* 831. 


Reitero que no se llevó a cabo ninguna presupuestación, precisamente, para evitar que se dijera que se 
presupuestó a determinado grupo. Tampoco dimos grados. Esto se debe a que, de pronto, un Intendente le da 
a diez funcionarios el grado 1 y luego otro se los saca, y el funcionario queda en el medio. Entonces, lo que 
hemos hecho ha sido equiparar a los funcionarios a determinado grado, pero no otorgarlo. Eso lo vamos a 
hacer a partir del año próximo, cuando pongamos en marcha la carrera funcionarial, es decir cuando 
implementemos el trabajo que llevamos a cabo con la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR FONRODONA.- Me voy a referir, con el permiso de los señores Diputados, al planteamiento 
que realizaron los funcionarios inspectores municipales ante la Intendencia Municipal de Río Negro. 
Este planteamiento es del mes de marzo. Al respecto, traemos fotocopias certificadas para dejarlas en 
poder de la Comisión, si esta lo entiende conveniente. 


En el planteamiento a que hice referencia los inspectores denunciaron que desde su ingreso a la función les 
hacen firmar contratos en cuya elaboración no participan. También dicen que en setiembre de 2009 se 


incorporaron nuevas cláusulas contractuales relacionadas con el régimen horario y el descanso semanal, sin 
requerirse su consentimiento. Asimismo, establecen que esta innovación conlleva la posibilidad de tener que 
trabajar más por el mismo sueldo y que corresponde que se les aplique el Estatuto del Funcionario Municipal 
de Río Negro, que establece un régimen horario de cuarenta horas semanales. Por esta razón solicitan que se 
les reliquiden sus ingresos desde setiembre de 2009 hasta la fecha, teniendo en cuenta que las ocho horas 
semanales de más que vienen trabajando deben calcularse como horas extra. 


En el mismo sentido de reclamar el pago de las ocho horas semanales, figuran la tentativa de conciliación 
previa a que fue convocada la Intendencia por citación del Juzgado de Paz Departamental de la Primera 
Sección Judicial de Río Negro, y la intimación judicial también recientemente practicada contra la Comuna 
del Juzgado Letrado de Fray Bentos de Segundo Turno, como Diligencia Preparatoria del juicio que habrán 
de promover por el cobro de las horas extra. De todo esto vamos a dejar fotocopias certificadas. 


En el expediente administrativo se estudió exhaustivamente el tema. Nosotros sostuvimos que la naturaleza 
jurídica del vínculo que une a los inspectores con la Comuna es de carácter estatutario, lo que significa que 
los funcionarios contratados ingresan a un régimen general, objetivo e impersonal previa y exclusivamente 
determinado por el ente estatal. Además, para su elaboración no se requiere la participación ni el 
consentimiento de los funcionarios y ellos no lo pueden modificar en modo alguno, conservando la libertad 
de aceptarlo o no. Asimismo, el carácter estatutario del vínculo confiere a la Intendencia la potestad de 
modificar el régimen en cualquier momento para adaptarlo a las necesidades de la Administración. En este 
sentido, transcribimos las opiniones de los mejores juristas de Derecho Público de nuestro país: profesores 
doctores Sayagués Laso, Martins, Prat, Levrero Bocage, Silva Cencio, Cassinelli Muñoz, Rotondo Tornaría, 
Cajarville Peluffo, Flores Dapkevicius, Cristina Vázquez, Correa Freitas, y citamos puntualmente la fuentes, 
o sea los libros en que han sido publicadas, sus editoriales, tomos, páginas y demás. 


También se dijo, siguiendo las enseñanzas del maestro Sayagués Laso, que hay que distinguir entre la 
naturaleza jurídica del vínculo que une a los contratados por la Administración de la naturaleza jurídica del 
acto por el cual se ingresa a la función. En el primer caso, resulta claro que el funcionario se encuentra en una 
situación estatutaria, de origen constitucional, legal o reglamentaria, según los casos. En nuestro caso, es 
legal, porque el Estatuto fue aprobado oportunamente por la Junta Departamental. 


Los funcionarios están sometidos a un régimen jurídico cuya existencia es anterior al momento de su ingreso 
a la función pública, que ha sido creado unilateralmente por la entidad estatal y que, por tanto, esta puede 
modificar en cualquier momento para adaptarlo a las necesidades de la Administración. 


En el segundo caso, la naturaleza jurídica del acto por el cual se ingresa a la función depende del 
procedimiento utilizado para la incorporación. Esto puede ser por designación, por concurso, por elección, 
por sorteo, por contratación de función pública, etcétera. En unos casos, la naturaleza del acto será, 
obviamente, de carácter unilateral, mientras que en otros será bilateral. 


Como puede apreciarse, la aceptación de la tesis estatutaria para el problema de fondo esto lo dice Sayagués 
Laso no excluye que el acto de ingreso pueda, a veces, ser bilateral. Tal es el caso de los funcionarios 
reclamantes, cuyo vínculo con la Intendencia es de carácter estatutario creado unilateralmente por la 
Administración y modificable por esta, también en forma unilateral en cualquier momento pese a que el acto 
de su incorporación es de carácter bilateral, en virtud de la firma de contratos de función pública. 


Asimismo, sostuvimos que la discrecionalidad de la Administración para crear unilateralmente el régimen 
estatutario y para modificarlo en cualquier momento no significa arbitrariedad, porque en el derecho 
moderno ciertas normas fundamentales que regulan la condición de los funcionarios figuran en textos 
constitucionales, tal como ocurre en nuestro país, en que el artículo 53 de la Carta Magna coloca el trabajo 
bajo la protección especial de la ley, y el artículo 54 impone al legislador reconocer a quien se hallare en una 
relación de trabajo o servicio como obrero o empleado, es decir una relación de dependencia, un conjunto 
mínimo de derechos, sin tener en cuenta la naturaleza pública o privada del empleador. Tomando como base 
esta normativa de máximo rango, se ha postulado la existencia de un derecho general del trabajo que prima 
sobre el Derecho Privado del contrato de trabajo y sobre el Derecho Administrativo de la función pública, 
abriendo cauce a una corriente ¡uspublicista de opinión, encabezada por el doctor Horacio Cassinelli Muñoz, 
que sustenta la existencia de una regulación del trabajo como hecho, atendiendo a sus aspectos fisiológicos, 
psíquicos, económicos y sociales, aplicable a todo trabajador genéricamente considerado, sea público o 
privado. 


Como dijimos, el artículo 54 impone al legislador reconocer a toda persona que se hallare en una relación de 
trabajo dependiente un mínimo de derechos, entre los cuales figuran expresamente los de la limitación de la 
jornada de trabajo y el descanso semanal, que son los dos únicos aspectos que han motivado la reclamación 
de los inspectores de tránsito, al haberse incluido en los contratos que suscriben a partir de setiembre de 2009 
cláusulas expresas, regulándolos de manera diferente a cómo venían siendo regulados en contratos anteriores. 


De manera que para juzgar sobre la legitimidad de las modificaciones dispuestas unilateralmente por la 
Administración, a partir de la fecha indicada, deberá analizarse si la Intendencia respetó o no las normas 
sobre limitación de la jornada de trabajo y sobre el descanso semanal, que el legislador nacional estableció en 
cumplimiento del mandato constitucional antes mencionado. Ahora bien: cotejando el contenido de las 
cláusulas introducidas en los contratos que se celebran a partir de setiembre de 2009 con las Leyes N* 5,350, 
de 17 de noviembre de 1915, sobre limitación de la jornada laboral, y N* 7.318, de 10 de diciembre de 1920, 
sobre descanso semanal, se comprueba que aquellas no violan de ningún modo el mínimo de derechos que 
sobre esos aspectos estableció el legislador nacional, por lo que se concluye en la absoluta legitimidad de las 
modificaciones dispuestas unilateralmente por la Intendencia. 


También sostuvimos, porque era parte de la reclamación, que no es de recibo la pretensión de los reclamantes 
consistente en que se les aplique el Estatuto del Funcionario por dos razones básicas, a saber. En primer 
lugar, de acuerdo a lo establecido en el artículo 61 de la Constitución de la República las disposiciones 
estatutarias son para los funcionarios de carrera, y es de toda evidencia que los pretendientes, por su 
condición de contratados, no son funcionarios de carrera. En segundo término, desde su ingreso a la función 
firman contratos que contienen una cláusula donde el contratado reconoce expresamente que se sujeta al 
Estatuto del Funcionario de la Intendencia Municipal de Río Negro en cuanto fuere pertinente y no se 
contradiga con este contrato. Esto significa que si el estatuto tiene disposiciones que contradicen las 
condiciones contractuales pactadas, son estas las que resultan aplicables a su situación y no las estatutarias. 


Por todas estas razones, expuestas muy sintéticamente, llegamos a la conclusión de que la petición carecía de 
sustento legal, por lo que correspondía no hacer lugar a ella. 


Así lo entendió también la Administración Municipal que dictó resolución expresa en tal sentido, la que fue 
debidamente notificada a todos los peticionantes y consentida por estos, en virtud de que ninguno se alzó 
contra ella, pudiendo haberlo hecho para agotar la vía administrativa y posibilitar el acceso a la acción 
anulatoria ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Para nosotros ahí concluyó el planteamiento desde el punto de vista estrictamente jurídico, sin perjuicio de 
reconocer que no somos los dueños de la verdad y que estamos muy bien dispuestos a revisar nuestras 
opiniones en la medida en que se nos demuestre que estamos equivocados. 


Finalmente, se entiende pertinente destacar que, en el planteamiento formulado ante la Intendencia, los 
inspectores no cuestionan la periodicidad de los contratos que suscriben sino, como se dijo, su contenido en 
cuanto incluyen términos y condiciones decididos unilateralmente por la Administración sin su participación 
ni su consentimiento. Expresan, y es cierto, que firman contratos mensualmente, pero no es la frecuencia de 
los mismos lo que les preocupa sino su no participación en la determinación de su contenido. También es 
cierto que denuncian que la firma de los contratos a término atenta contra su estabilidad laboral, mas no 
hacen especial hincapié en la mensualidad de la relación porque seguramente intuyen que la misma 
inestabilidad se daría cualesquiera fueran los plazos de los contratos trimestrales, semestrales o anuales, en 
razón de que ellos habrán de vencer inexorablemente en algún momento, provocando el mismo efecto 
extintivo del vínculo laboral. 


Si la Comisión nos permite, dejaremos fotocopia certificada de todas las actuaciones mencionadas en este 
relato, tales como el expediente administrativo completo promovido por los reclamantes, la citación a 
conciliación ante el Juzgado de Paz y el acta labrada en esa ocasión, la intimación judicial de que fue objeto 
la Intendencia por parte del Juzgado Letrado de Fray Bentos y el escrito dando cumplimiento a la misma, 
presentado el día 16 de setiembre próximo pasado, así como modelos de los contratos que han suscrito los 
inspectores desde su ingreso hasta el presente. 


Agradecemos a la Comisión la oportunidad de habernos permitido expresar nuestra opinión. 


SEÑOR POZZI.- En primer lugar, deseo dar la bienvenida y saludar a la delegación. 


Quería comentar que la semana pasada recibí una llamada telefónica del Presidente de ADEOM de Río 
Negro que ayer me llamó nuevamente y no pude hablar con él diciéndome que la situación que plantearon los 
inspectores de tránsito en la Comisión es una cuestión que respalda ADEOM y que hay más de 1.000 
trabajadores en la misma situación. Trasmito lo que él me dijo: que la Intendencia Municipal de Río Negro 
tiene 1.500 trabajadores, de los cuales 500 son presupuestados y 1.000 contratados, que estarían en una 
situación parecida, o igual, a la de los inspectores de tránsito. El planteo no es solo por parte de los 
inspectores de tránsito sino que ADEOM Río Negro respalda el planteo que hicieron los inspectores de 
tránsito acá porque entiende que hay más trabajadores que están en la misma situación. 


SEÑOR LAFLUF.- Vuelvo a repetir lo manifestado al inicio. 


Acá hay dos temas. Uno es el tema puntual de los inspectores de tránsito que reitero no cuestionan, como dijo 
el doctor Fonrodona, la periodicidad del contrato y sí el tema de las cuarenta y ocho horas semanales de 
trabajo. Por otro lado, está el tema de los contratos. Para ser más claro, como dije al principio, nosotros 
tenemos 1.500 funcionarios de los cuales 579 son presupuestados y 929 son contratados. 


Puede ser que ADEOM esté respaldando la presupuestación de estas 929 personas. También quiero ser muy 
claro al decir que ADEOM ha trabajado con nosotros un año y medio, con la Junta Departamental y con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, para proceder a hacer la carrera funcional en el año 2011, donde se harán 
los concursos para acceder al grado y al escalafón dentro de la estructura municipal. 


SEÑOR TIERNO.- En primer lugar, deseo saludar al señor Intendente, al Secretario General y al 
Asesor Legal. 


Voy a referirme al tema de los inspectores de tránsito y, además, hacer alguna pregunta sobre los contratos. 


Antes de setiembre de 2009, que fue cuando se cambió el contrato de cuarenta a cuarenta y ocho horas, ¿la 
Intendencia entendía que ese contrato estaba bien y que no había necesidad de sumarle ocho horas más en la 
semana a los funcionarios inspectores de tránsito? ¿Se les pagaba como ellos manifestaron acá horas extra 
por cumplir más de cuarenta horas semanales? Asimismo, quisiera saber si los inspectores de tránsito cobran 
un porcentaje de las multas. Me imagino la respuesta debido a que en la exposición del señor Intendente dijo 
que las multas bajaron el 50% en un período determinado. En cuanto a los contratos, quisiera saber desde 
cuándo se realizan en la Intendencia Municipal de Río Negro, si es desde el año 2005 cuando asumió el 
Intendente Lafluf o si ya se venía dando así, y si hay un aumento de los contratos desde que asumió hasta el 
momento. 


Luego de la última intervención del señor Intendente, la duda que tenía se acentúa más si estuvieron 
negociando con ADEOM ya que, por lo que tengo entendido por lo menos es lo que pasa en la Intendencia 
Municipal de Durazno, los contratados no pueden concursar. Pueden hacerlo solo los presupuestados. 


SEÑOR VIDALÍN.- Los contratados no pueden concursar en la medida en que en la norma 
presupuestal no se establezca que pueden hacerlo. Como en el caso de Durazno esto no figura en el 
presupuesto anterior, indudablemente, no pueden concursar. Pero sí lo podrán hacer desde el momento 
en que se incluye en la norma presupuestal. Inclusive, se puede agregar en la norma que un 
funcionario contratado como empresa durante una cantidad de años también puede participar en los 
llamados a concurso para ingresar al escalafón. 


SEÑOR LAFLUF.- En la Intendencia de Río Negro, los contratos existen desde hace más de veinte 
años. 


SEÑOR TIERNO.- ¿Los contratos mensuales existen desde hace más de veinte años? 


SEÑOR LAFLUF.- Sí, señor Diputado, desde el primer período del doctor Carminatti, después de la 
dictadura. 


En cuanto al tema de las ocho horas, por supuesto, ellos cobraban como horas extra cuando trabajaban. 


En relación con el porcentaje de las multas, el 50% va para la Intendencia, el 25% es de los Inspectores y el 
restante 25% va al Fondo de Vivienda Municipal, lo que se ha cumplido durante los cinco años, 
depositándose en una cuenta bancaria. 


Con respecto a la carrera funcionarial, debo decir que la reforma escalafonaria se va a empezar a trabajar el 
año que viene y ya fue presupuestada en la Rendición de Cuentas lo que va a costar en la estructura 
municipal, porque los recursos que hay que destinar aumentan considerablemente. En el caso de la 
presupuestación, se previó que fuera incorporado a la norma presupuestal y que el contratado ingrese por el 
grado más bajo del escalafón y luego pueda concursar por el grado en cuestión. 


SEÑOR TIERNO.- ¿Puede concursar por cuatro o más grados o tiene algún tope en el concurso? 


SEÑOR FONRODONA.- Tenemos una experiencia sobre el tema que está planteando el señor 
Diputado. Cuando en el año 1990 se aprobó la Ley N” 16.127 sobre funcionarios públicos, la 
Intendencia de Río Negro junto con la de Montevideo y no recuerdo si Maldonado o Paysandú 
planteamos ante la Suprema Corte de Justicia la inconstitucionalidad de muchos de sus artículos. Debo 
señalar que como resultado de la acción de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia nos dio 
la razón en todo a las Intendencias accionantes, a excepción del capítulo referido a las calificaciones y 
ascensos. Entonces, esto estaba vigente para todos excepto para quienes obtuvimos la sentencia 
declaratoria de inconstitucionalidad. 


Pero, en ese momento, se estaba tratando en el Parlamento una Rendición de Cuentas y el ex señor Senador o 
señor Diputado Juan Carlos Raffo no recuerdo bien qué cargo ocupaba, en conocimiento de las sentencias 
que habían recaído, redactó a último momento un artículo que figura en la Ley N* 16.226 que declara que los 
artículos 1%, 2", 3%, 4* y creo que 7” y 16, de la Ley N* 16.127 no se aplican a los Gobiernos Departamentales. 
Con esto se logró volver a la uniformización del tratamiento que el constituyente pretendió dar para todos los 
Gobiernos Departamentales, que había sido quebrantado por las declaraciones de inconstitucionalidad, dado 
que no se aplicaban para las Intendencias que habíamos obtenido el pronunciamiento judicial. 


Hago esta historia a fin de responder a la pregunta del señor Diputado. La Ley N” 16.127, que en ese capítulo 
relacionado con calificaciones y ascensos es aplicable a todos los funcionarios, establece, contrariamente a lo 
que determina nuestro Estatuto del año 1972, que los ascensos no tienen por qué ser de grado en grado salvo 
limitación de normas especiales. Nuestro Estatuto preveía los ascensos de un grado al siguiente. La Ley_N? 
16.127 libera esta restricción y se puede ascender para el grado al cual se está concursando desde cualquier 
grado inferior. 


SEÑOR OLIVERA.- Convengamos en que estamos ante una situación extremadamente atípica en lo 
que hace a las relaciones laborales, sobre todo en lo periódico de las contrataciones. La reiteración de 
ese tipo de contrataciones genera una situación poco común en la actividad pública. 


Si bien nuestros invitados hacen mención a la larga historia que tienen estos procedimientos, también 
deberíamos visualizar la lentitud del proceso de regularización que tiene esta situación, lo cual, supongo, no 
debe ser deseado para nadie. Firmar contratos permanentemente genera una gran inseguridad e inestabilidad 
a cualquier persona debido a la interrogante de si su contrato será renovado o no. 


De todas maneras, parece interesante el proceso que se pretende abordar por parte de la Intendencia de Río 
Negro y sería mucho más interesante si ADEOM estuviera involucrado en este procedimiento, lo que les dará 
garantías en los concursos. Nos consta que hay Intendencias que hacen contrataciones para determinadas 
tareas, pero nunca había visto una situación de estas características debido al volumen tan importante. 
Estamos hablando de dos tercios de los funcionarios en una situación de contratación que llama 
poderosamente la atención. 


SEÑOR LAFLUF.- Con respecto al número de funcionarios presupuestados, quiero decir hay más de 
200 funcionarios que eran presupuestados y que se retiraron con el régimen jubilatorio vigente. 


Por otra parte, ADEOM participó durante los dos años en que la Intendencia trabajó junto a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y a la Junta Departamental. Trabajamos en toda la estructura de la Intendencia en 
la definición de cargos; en la definición de escalafones; en la cantidad de funcionarios que hay en cada sector 
de la Intendencia y en qué tareas desempeñan; en la definición de la capacitación o la formación que deben 
tener para acceder a determinados cargos. En todo este proceso estuvo trabajando siempre ADEOM, con 
quien tenemos una excelente relación. Hace cinco años firmamos un acuerdo de regularización salarial, casi 
un Consejo de Salarios propio, que se viene cumpliendo en tiempo y forma. 


SEÑOR FONRODONA.- Voy a hacer una precisión. Con respecto a la atipicidad de los contratos 
mensuales a que hacía referencia el señor Diputado me parece que vale recordar que en 1996 y en 2003 
se presentaron más de 200 acciones de nulidad contra la Intendencia Municipal de Río Negro, 
promovidas en todos los casos por funcionarios que firmaban contratos mensualmente. Desde luego, en 
algún momento, algún Intendente los presupuestó, el siguiente mandó revisar esas presupuestaciones y, 
como llegamos a la conclusión de que eran ilegales, fueron revocadas por ese motivo. Tanto en 1996 
como en 2003, esa decisión de la Intendencia motivó el agotamiento de la vía administrativa y luego el 
planteo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Reitero que las más de 200 acciones jurisdiccionales promovidas en esas condiciones y ante tan alto órgano 
jurisdiccional fueron presentadas por funcionarios que firmaban contratos mensualmente, pero debo señalar 
que esa circunstancia no mereció ni el mínimo reparo de parte del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Por otra parte, cuando hablamos de atipicidad nos manejamos con el artículo 24 de la Ley N* 15.809, que 
respecto a la regulación del contrato de función pública establece que "[...] En todos los casos la resolución 
fijará el plazo de la contratación, que no excederá de tres años [...]". Además, en el artículo 4” del Decreto N* 
391, de 1986, reglamentario de la Ley recién citada, se estipula que el plazo de la contratación de función 
pública no podrá exceder de tres años. En el artículo 5 de este Decreto se agrega que cuando el plazo de la 
contratación exceda de un año por el término de los primeros seis meses podrá ponerse fin a la relación 
funcional por voluntad unilateral de la Administración, y en el artículo 9% se establece que en las 
contrataciones por períodos inferiores al año a partir del vencimiento del plazo contractual se extingue la 
relación funcional y el derecho del funcionario al ejercicio de la función y a la percepción de los haberes. 


No hemos encontrado ninguna norma que estipule que la periodicidad mensual de los contratos sea ilegal, 
pero como también señalamos en nuestra exposición inicial, no somos los dueños de la verdad y estamos 
muy bien dispuestos a considerar la revisión de nuestra opinión si se nos demuestra que estamos 
equivocados. 


Con respecto a ADEOM voy a agregar que quien habla recibió en su despacho al Presidente de la Asociación, 
señor Carlos Cichero, y a la Secretaria e integrante de la Comisión Directiva, señora Cinthia Martínez, 
quienes plantearon el tema de las innovaciones introducidas en los contratos de setiembre de 2009. Por 
supuesto, ellos sostenían que lo que se había hecho era una barbaridad, pero nosotros les dijimos lo que 
señalamos aquí: no somos los dueños de la verdad. Les pedí que nos dijeran qué norma habíamos violado y 
ellos contestaron que iban a asesorarse. Les respondimos que estaban en todo su derecho de hacerlo. Nos 
dijeron que se asesorarían con abogados del PECNT. Les dije que me parecía excelente la idea y que no 
dudaran que si el abogado Fonrodona tenía que ir a hablar con los abogados del PII-CNT estaba totalmente 
dispuesto a hacerlo ellos me conocen y saben que es así, ya fuera en Fray Bentos o, inclusive, en 
Montevideo; si ellos no viajaban, Fonrodona vendría a Montevideo a cambiar ideas sobre esta situación. 
Hasta el día de hoy no he recibido una respuesta. 


SEÑORA CÁCERES.- Realmente es un placer recibir a gente de mi tierra, como al estimado 
Intendente, al doctor Fonrodona y al escribano Mazzilli. 


Yo he estado al tanto de esta situación; de hecho, cuando la Comisión recibió a los inspectores de tránsito 
tuvo la deferencia de invitarme. 


Una de las preguntas que quiero formular es si, teniendo en cuenta hechos como el que aconteció hace 24 
horas un tremendo accidente como consecuencia del cual perdieron la vida dos jóvenes y otros accidentes 
también graves que se han registrado desde el comienzo del año, se ha pensado en la sensibilidad de la tarea 


que realizan los inspectores de tránsito y en la posibilidad de presupuestarlos prontamente, por ejemplo, 
como señalaron ustedes, en 2011. Y aclaro que no se trataría solo de que quedaran presupuestados y se 
salieran con la suya por decirlo de alguna manera, sino de evitar que en algún momento puedan dejar 
desarrollar sus tareas con la asiduidad o con la firmeza con que corresponde o que no realicen más controles, 
aunque no estoy afirmando que lo hayan hecho. Lo menciono por lo que ustedes dijeron acerca de que había 
bajado el control de las multas y la cantidad de gente que está haciendo las inspecciones de tránsito. 


Nosotros estamos hablando de cosas que tal vez el resto de los legisladores no conozcan. La situación que yo 
llamaría caótica del tránsito de Río Negro es conocida; hay gente que no respeta el uso del casco, 
continuamente vemos caballos sueltos en la ruta, etcétera. Hace un par de días se mataron dos chiquitas y 15 
días atrás se mató un joven en una moto, porque atropelló a un caballo. ¿No sería importante que esta gente 
fuera humanamente considerada y no tanto jurídicamente considerada? Estoy segura de que jurídicamente 
estamos en los términos que corresponde y no voy a referirme a ese terreno porque no es el mío; estoy 
hablando de otra cosa: de la gran necesidad que tenemos de desplegar a esta gente, y no solo a los inspectores 
de tránsito, sino también de hacerlos acompañar por un oficial de Policía, como en algún momento se hizo. 
Se trata de evitar un montón de cosas que ustedes deben ser contestes en señalar que están sucediendo. 
Prácticamente cada 15 días tenemos un accidente fatal o de muchísima importancia en el departamento de 
Río Negro y, sobre todo, en Fray Bentos. 


La otra pregunta que me ha llegado a través de un mensaje es por qué Jurídica no defiende a un inspector 
cuando este enfrenta una denuncia, y este debe recurrir a un abogado particular. Si alguna persona que es 
detenida entiende que debe denunciar al inspector este debe conseguir un abogado particular, aunque él 
trabaja para la Intendencia. 


SEÑOR OLIVERA.- Estas contrataciones deben tener un peso económico para la Administración 
porque hablamos de la reiteración de 900 contratos mensuales; de alguna manera, su regularización 
debería descomprimir a una cantidad de personal administrativo que podría ser empleado en el 
cumplimiento de otras funciones. De modo que suponemos que el hecho de regularizar esta situación 
podría traer algún beneficio para la propia gestión. 


SEÑOR FONRODONA.- Perdón; no comprendí. 
SEÑOR OLIVERA.- Reitero el planteamiento. 


Para la Administración, el hecho de reiterar mensualmente los contratos de 900 personas debe tener un costo 
en personal. Entonces, la resolución de esta situación debe conllevar un ahorro en el uso del personal 
administrativo. 


SEÑOR LAFLUF.- Este es un tema absolutamente de gestión y de una situación que no quiero ni 
imaginarme, porque en 2002 y en 2003 la Intendencia de Río Negro no podía pagar los sueldos. Y tenía 
una estructura rígida. 


Yo sé que esto puede caer muy mal, porque alguien puede pensar: "Si un día hay una crisis, acá hay 300 
contratos que se pierden". 


Quiero agregar algo que no tiene que ver con el tema de los inspectores. ¿Por qué yo no puedo tener este 
contrato? ¿Qué diferencia hay con una empresa privada para que no tengan derecho, por ejemplo, al seguro 
de paro? ¿O qué diferencia tenemos con las empresas privadas, para no acceder a los beneficios que se les da 
para contratar gente y de ese modo apuntar al objetivo empleo? 


Con respecto a lo que planteaba la Diputada Cáceres, quiero decir que, sin duda, hace dos días tuvimos un 
accidente fatal en el que murieron dos adolescentes de dieciséis años, pero también es cierto que los datos de 
la UNASEV muestran que desde el año 2007 la línea va en absoluto descenso, tanto en número de 
accidentes, como en accidentes con consecuencias graves, por la obligatoriedad de la ley. de tránsito fuimos 
de los primeros departamentos en implementarla y por el mayor control. A pesar de que hacemos operativos 
conjuntos con la Policía, viernes y sábado, no se pueden hacer en toda la ciudad. De acuerdo con lo sucedido 
el sábado a la noche, honestamente, tengo que decir que si alguien sale a matarse es muy difícil controlarlo, 


porque salió con treinta gramos de alcohol a ciento veinte kilómetros por hora y chocó un camión que estaba 
parado. Además, no salió de un lugar público, sino de una casa particular, con dos personas sentadas 
adelante. 


Con respecto a tener en cuenta la parte humana en la presupuestación, la Diputada Cáceres sabe que yo entre 
la jurídica y lo humano siempre voy por lo humano. La prueba es que en la Intendencia de Río Negro el 45% 
de los funcionarios son mujeres, y capaz que el 60% de ese 45% son madres solteras que no pueden trabajar 
en ninguna de las empresas que hoy están en Río Negro, porque se dan el lujo de pedir hasta tantos años y 
con el liceo y el bachillerato terminado, y esa gente no tuvo tiempo de prepararse. Esa mujer se dedicó a ser 
madre y en el único lugar que trabaja es en la Intendencia, barriendo, limpiando, carpiendo o haciendo lo que 
fuere. En este caso, necesariamente, nosotros tenemos que manejar el tema de la presupuestación en ese 
trabajo que hicimos con la Oficina Nacional del Servicio Civil, que suponemos que va a empezar el año que 
viene. 


SEÑOR FONRODONA.- Creo que ha tenido la respuesta con el enfoque humanístico que usted 
quería. De cualquier manera, yo no quiero eludir el aspecto jurídico de la cosa, que no es el que a usted 
le interesa, como lo señaló claramente. En ese sentido, digo que los funcionarios contratados no tienen 
derecho a exigir la presupuestación, de la misma manera que no tienen derecho a exigir la renovación 
de los contratos. 


SEÑORA CÁCERES.- En ningún momento quise manifestar tal vez se malinterpretó que no me 
interesa lo jurídico, porque me interesa una Intendencia que tenga las cosas transparentadas. Si hay 
que ir por la jurídica que así sea. Lo que dije es que debería considerarse la parte humana. No es que 
descarte lo jurídico, porque me gusta moverme entre los marcos de las leyes. 


SEÑOR FONRODONA.- Con respecto al cuestionamiento que usted dijo que acaba de recibir, acerca 
de por qué Jurídica no defiende a los funcionarios inspectores, quiero decir que hay que tener en 
cuenta dos situaciones. Si mal no entendí, se refiere a las situaciones en que los funcionarios inspectores 
son denunciados. 


SEÑORA CÁCERES.- Sí. 


SEÑOR FONRODONA.- Bueno, en ese caso quiero decir que nosotros ya lo tenemos muy claramente 
conversado con el Intendente. El tema es así. Jurídica municipal, no es Jurídica de los funcionarios, es 
Jurídica de la Intendencia. Cuando se dan situaciones de denuncia generalmente penal contra un 
Inspector Municipal, simultáneamente a ella, ante el Juzgado, la Administración dispone la instrucción 
de un procedimiento administrativo, generalmente primero es de investigación, y luego de sumario 
administrativo. ¿Quién tramita la investigación y el sumario? Jurídica de la Intendencia. De modo tal 
que los integrantes del cuerpo, que tengo el honor de dirigir en el Departamento Jurídico, no podemos 
estar en un ámbito defendiendo a los funcionarios y en el otro llevando adelante, como encargados, un 
procedimiento disciplinario contra ellos. Esa es la razón. 


Tuvimos una primera experiencia muy lamentable, sobre este mismo tema, en marzo de 2006, cuando ocurrió 
el trágico accidente en Young, con una cantidad de personas fallecidas en el tren, y estaba involucrada nada 
menos que una persona de Educación Física, una funcionaria municipal muy querida por nosotros. Tuvimos 
que explicar al Intendente y a ella cuál era nuestra situación. Fuimos a Young y le hicimos entender que 
nosotros no podíamos patrocinarla en la defensa, pese a que teníamos la presunción de que por ahí se iba a 
cortar el hilo. Ella estaba seriamente comprometida, pero lo entendió y vio a su abogado particular. Lo traigo 
como colación, simplemente para explicar por qué Jurídica. Pero todo lo contrario ocurre cuando el Inspector 
Municipal es el que hace la denuncia, cuando denuncia que lo insultaron o lo agredieron, porque en todos los 
casos, invariablemente, Jurídica ha hecho la denuncia penal. Es más: en setiembre de 2008, cuando asumió el 
nuevo Director de Tránsito, fuimos a saludarlo y orquestamos una reunión que se hizo en el subsuelo del 
edificio donde trabaja Tránsito, con la presencia de todos los Inspectores Municipales, y le llevamos porque 
sacamos del Juzgado a través de amigos fotocopia certificada de todas las denuncias que había hecho Jurídica 
a raíz del relato de ellos y cuál había sido la intervención del representante del Ministerio Público y del señor 
Juez Letrado en ese caso, porque normalmente estas situaciones comprometen mucho a la gente joven. La 
Fiscal invocó el principio de la primariedad, de la juventud yo me felicito de que exista un principio de ese 


carácter en derecho penal, y se rigió por el principio de la oportunidad, que también rige en el derecho penal. 
En consecuencia, dijo que no iba a hacer ningún reclamo de carácter represivo de tipo penal. El Juzgado lo 
entendió así y lo archivó. Entonces, los funcionarios Inspectores no se explican cómo habiendo sido 
agredidos o insultados en la calle después no pase nada, pero nosotros le llevamos los expedientes, nuestra 
intervención, las vistas fiscales y las resoluciones judiciales. Se lo hicimos ver en una reunión donde estaban 
casi todos, porque estaba lleno el local. 


SEÑOR LAFLUF.- Hemos tenido un buen relacionamiento con ADEOM, a pesar de diferencias y 
discusiones como hay en todos lados. En julio de 2009, a raíz de que no nos poníamos de acuerdo 
acerca de cuanto era la recuperación salarial, si había habido o no, dimos intervención, a propuesta de 
ADEOM, al instituto Cuesta Duarte y fue la gente del PITCNT a Fray Bentos. Nos reunimos y después 
trabajó nuestra contaduría, la dirección de hacienda y el instituto Cuesta Duarte. Y firmamos este 
acuerdo, en el que establecemos que había habido una recuperación salarial aparte de la mejora 
salarial de un 15,7%. Posteriormente esto se analiza. Acá ya se habla de la cantidad de contratados y 
presupuestados hubo. Se habla de dos cosas, que a mí me dejan muy contento. Una es que la franja que 
recuperó más salario en la Intendencia es la más baja. A su vez, se saca para el cálculo a aquellos 
funcionarios que cobraban contratados por el Salario Mínimo Nacional, porque eran los que habían 
mejorado más, porque el Salario Mínimo Nacional había aumentado casi un 60%. Simplemente, 
quería hacer mención a esto, como demostración de cómo se ha trabajado. 


SEÑOR VIDALÍN.- Quiero agradecer la deferencia que han tenido el señor Intendente y sus asesores 
al concurrir a esta Comisión y dar explicaciones claras y contundentes, a pesar de que los gobiernos 
departamentales tienen autonomía. Esto demuestra la buena voluntad y en especial el hecho de que 
siempre se está dispuesto al diálogo. Como ex Intendente no puedo dejar colgada la camiseta y quiero 
decir que, seguramente, a la mayoría de nosotros nos llama la atención el número altísimo de 
funcionarios que tiene la Intendencia de Río Negro, pero muchas veces las Intendencias tenemos que 
cubrir agujeros por decirlo de alguna manera de temas nacionales, y para obtener una respuesta 
inmediata a los problemas que vive la sociedad, la primera puerta que se golpea es la de la Intendencia. 
Finalmente, creo que Fray Bentos, más que el departamento de Río Negro, ha tenido una desocupación 
muy baja durante la construcción de la planta de celulosa, y luego de haber finalizado la misma, debe 
haber quedado mucha gente desocupada. Me temo que el Intendente, en esa actitud solidaria con su 
pueblo, haya tenido que tomar funcionarios para tratar de aminorar los problemas sociales que esta 
situación podría crear. Así que me complazco y agradezco que haya aceptado nuestra invitación y que 
su respuesta haya sido inmediata. 


SEÑOR LAFLUF.- Quiero aclarar que este es un tema que lo hablamos, sobre todo, con la delegación 
del Banco Interamericano de Desarrollo, cuando se negocia el programa de Desarrollo y Gestión 
Municipal, que tenemos las Intendencias, y siempre se decía que eran no sé cuántos funcionarios cada 
mil habitantes. Siempre estuvimos todos de acuerdo en que más que el número de funcionarios, 
importaba lo que dije al principio. Yo puedo tener seiscientos funcionarios, que se me lleven el 60% o el 
70% del presupuesto, o mil quinientos como tengo que se llevan el 52% o el 53%, que es una cifra 
razonable. Se me puede decir que pago muy poco; puede ser, pero esa gente que está ganando un 
jornal, antes no tenía nada. La Intendencia no puede ser la solucionadora del desempleo en el 
departamento, pero en la medida de las posibilidades y sin comprometer más de ese porcentaje es un 
porcentaje avalado en todo lo que significa gestión de cualquier presupuesto, lo hacemos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero manifestar mi plena satisfacción por la visita que nos han 
realizado hoy el Intendente Lafluf y sus asesores y decirles que es un gusto. Sabe él que es un referente 
para todos nosotros en instancias no de tipo plural como esta, sino partidarias. Además, quiero 
manifestarle que, conociéndolo y sabiendo la forma en que procede con relación a las distintas 
instancias de participación con los trabajadores, seguramente vamos a tener la oportunidad de hacer 
una visita a Fray Bentos como hemos hablado para participar en actividades en conjunto con la 
Intendencia, con los trabajadores y con los empresarios. En particular, hay una instancia que tenemos 
pendiente, que quizás sea propicio realizar en los próximos tiempos, que es la relacionada con los 
accidentes de trabajo, sobre todo en lo vinculado a la forestación, donde seguramente podremos hacer 
algún trabajo conjunto. 


Varias veces tuvimos ganas de hablar, pero nos pareció que se plantearon las cosas en la forma debida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De la exposición que realizaron surgen algunos aspectos realmente 
interesantes para analizar. Ustedes planteaban que en el año 2005 habían pasado de once a treinta y 
cinco Inspectores porque la situación lo hacía necesario y al equipamiento con radares, y hacían 
algunas afirmaciones en cuanto a la no existencia de tercerizaciones en la Intendencia de Río Negro y a 
la contratación en forma directa. Al mismo tiempo planteaban que los resultados en obra eran 
realmente importantes. Yo creo que todo eso es algo a analizar, que marca una filosofía de trabajo 
interesante. De cualquier manera, creo que, más allá de las fundamentaciones jurídicas que daba el 
asesor jurídico de la Intendencia, podemos convenir en que un trabajador que se ve expuesto a tener 
que renovar su contrato mensualmente, tiene generada sobre su relación laboral una presión muy 
importante. De alguna manera lo planteaban ustedes cuando se referían a la preocupación por cuidar 
el trabajo. Me parece bien, pero tener que estar expuesto mensualmente a que se firme o no un nuevo 
contrato, es una situación que considero preocupante, desde el punto de vista de la estabilidad laboral. 
Claro que no son la excepción en el Estado. El Estado uruguayo a nivel nacional y departamental se ha 
caracterizado por mantener una situación de precariedad a nivel de miles de trabajadores. Esperamos 
poder avanzar en este presupuesto en soluciones absolutamente necesarias. Se hizo referencia a la Ley 
N” 15.809 y los plazos que establece como máximo para la contratación y también a la vigencia de la 
Ley_N” 18.508, en cuanto a negociación colectiva y demás. Esto nos parece que amerita la posibilidad 
de realizar un esfuerzo de negociación colectiva ustedes han manifestado algunas experiencias en 
cuanto al intercambio con ADEOM y con el instituto Cuesta Duarte, por tanto con el PITCNT, que 
permita, manteniendo las perspectivas de trabajo que tiene la Intendencia y atendiendo esa realidad 
que se generó en Río Negro, a partir de que finalizaron los trabajos en Botnia, generar mecanismos 
que den mayor seguridad y no expongan a los trabajadores a una presión mensual de no saber qué va a 
pasar al mes siguiente con su relación laboral. Creo que sería bueno abrir una instancia de negociación 
en ese plano de intercambio, que por supuesto será a nivel departamental, con ADEOM, con el PTE 
CNT, con los mecanismos que se establezcan, partiendo de la base de que estamos trabajando desde 
hace años en el país en mejorar las relaciones laborales. Creo que se ha mejorado mucho, pero 
seguramente hay situaciones que debemos seguir afrontando. Por eso, exhorto a trabajar en el plano 
que permita que los trabajadores no se vean expuestos a tener que plantearse mes a mes qué pasa con 
su relación laboral. 


SEÑOR LAFLUF.- Yo lo entiendo totalmente, señor Presidente. Si yo le mostrara los mensajes que 
recibo por celular de la gente que pide trabajo, se daría cuenta la señora Diputada Cáceres lo sabe de 
que el tema es alarmante. En mi departamento la situación es realmente grave, sobre todo para la 
gente que no tiene formación. 


Es cierto que hay cuarenta y cinco empresas nuevas, pero la gente que trabajó en la construcción quedó 
desocupada. Quedaron sin trabajo hombre y mujeres de alrededor de cuarenta años. Yo voy a todas las 
empresas y veo que hay gente joven capacitada trabajando, ingenieros, técnicos, etcétera. Ahora, yo me 
pregunto: ¿y el resto? 


Yo quiero que esa gente no tenga la presión de los treinta días. Así sería el hombre más feliz del mundo. Pero, 
les puedo asegurar que tengo una cola de gente esperando para trabajar que no tienen para comer, madres con 
tres hijos que no tienen dónde vivir, que normalmente viven de prestado en alguna casa. Me encantaría seguir 
viniendo acá para hablar de estos temas, y ver cómo hacemos para generar más trabajo. Lo pido egoístamente 
por mi departamento, especialmente por Fray Bentos. Me encantaría que nos visitaran, que viéramos si 
podemos tener más obra pública. Creo que es una muy buena forma de generar empleo, porque es imposible 
que haya alguna casa donde alguien no sepa manejar la cuchara o algún utensilio de construcción. 


Agradezco que nos hayan recibido y los invito a que vayan a visitarnos para analizar juntos, con el resto de 


las fuerzas vivas, cómo podemos hacer para que la Intendencia no sea la puerta de entrada de todo la 
demanda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a coordinar la visita a este y a otros departamentos. 


Les agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Intendencia Municipal de Río Negro) 
(Ingresa a Sala una delegación de trabajadores del Peaje de Mendoza y del Peaje de La Barra) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Beatriz Lapasta, del Peaje de Mendoza, y a la señora 
María Lourdes Otero, del Peaje de La Barra. 


SEÑORA LAPASTA.- Quiero señalar que nosotras somos cajeras de una cooperativa que formamos, 
no por opción sino a raíz de un conflicto que se generó en el año 2004. No teníamos más remedio que 
formar la cooperativa o quedarnos sin trabajo. 


En este momento, la cooperativa está formada por ocho cooperativistas y dos empleadas, porque hay dos en 
seguro de desempleo. Hay cuatro supervisores de G4S, que es una empresa de seguridad, contratados por la 
empresa Hernández y González. 


Nuestra cooperativa en 2009 comenzó las tratativas con la empresa porque nos estábamos desfinanciando a 
raíz de que estábamos pagando un presentismo del 5% y pasamos pagar un 10%. En este momento no 
podemos pagar las licencias. Lo único que pagamos son los sueldos. No obstante, estamos al día con los 
aportes a la DGI y al BPS. Los supervisores no cobran el sueldo de supervisor de peaje sino como empresa 
de seguridad. 


El día 16 tuvimos una reunión con la empresa y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y llegamos a un 
preacuerdo, pero la empresa no lo respetó. Por esa razón se produjo la ocupación durante una semana. 


En este momento, nosotras seguimos funcionando como cooperativa y los supervisores ya no forman parte de 
la plantilla de la empresa G45S. La empresa nos pidió un plazo de noventa días, porque no sabe qué va a hacer 
con nosotros. Pienso que va a tomar a otra empresa para que nos tercericen, no funcione más la cooperativa y 
absorba también a los supervisores. 


En cuanto a la parte edilicia del peaje, podemos afirmar que la situación es espantosa. La operación del peaje 
funciona porque nosotras lo conocemos desde hace años. Las condiciones de trabajo son horribles, no hay 
agua potable, los baños están en malas condiciones, las luces no funcionan, etcétera. 


SEÑOR TIERNO.- Saludo a la delegación. 


Junto con el Diputado Vidalín somos usuarios del peaje por ser de Durazno, y conocemos el estado 
lamentable de las instalaciones porque alguna vez hemos parado para ir a los gabinetes higiénicos. 


Según lo que acaban de decir, en 2004 la empresa las obliga a conformarse como cooperativa. ¿Eso se da en 
todos los peajes? 


En segundo lugar, ¿en qué consiste el preacuerdo que firmaron la semana pasada? ¿Hay un compromiso por 
parte de la empresa que les paga el salario de tomarlas como tercerizadas o con algún tipo de contrato a fin de 
que puedan salir de la figura de cooperativa? Es preocupante la situación en la que quedaron los inspectores, 
ya que están fuera de la otra empresa y no deben tener contrato firmado con ninguna empresa hasta el 
momento. Quiero saber en qué situación están y si saben si van a ser absorbidos por la cooperativa o por la 
empresa que está cumpliendo con la licitación que tiene con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑORA LAPASTA.- Los Inspectores Hace aproximadamente diez días los inspectores dejaron de 
pertenecer al grupo G4S y van a ser absorbidos por otra empresa que no se sabe si es Hernández y 
González u otra. 


Con respecto a la cooperativa, se formó en 2004 porque de otra forma nos quedábamos sin trabajo. Las cinco 
cajeras que estábamos en ese momento éramos más, pero las otras se fueron no cobramos el despido para 
poder formar la cooperativa. Fue un arreglo que hicimos con la empresa. Después tuvimos que conseguir más 
cajeras y cooperativistas, porque no llegábamos al número necesario. 


SEÑOR TIERNO.- Me quedó otra pregunta. ¿A ustedes les paga la empresa Hernández y González de 
acuerdo a lo que está fijado en algún contrato que tiene la cooperativa con la empresa? Cuando 
hablaban del presentismo, ¿la cooperativa se tuvo que hacer cargo de ese pago del 5%? ¿No sale de la 
empresa el aumento del 5% por presentismo? ¿Eso está laudado en algún convenio entre ustedes, la 
empresa y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? 


SEÑORA LAPASTA.- La cooperativa absorbe el 5%. Lo que nosotros firmamos en 2004 fue un 
aumento por IPC, pero en 2005, cuando se crearon los Consejos de Salarios, llegamos con la empresa al 
acuerdo de que íbamos a cobrar por Consejo de Salarios. Sin embargo, cuando se lauda el 10% por 
presentismo, Hernández y González no lo paga y lo absorbe la cooperativa. Es ahí cuando nos 
empezamos a desfinanciar. 


SEÑOR VIDALÍN.- Me gusta mucho más verlas en el peaje que acá, porque siempre nos atienden muy 
deferentemente y con esa sonrisa que las caracteriza. 


Tengo entendido que hay un reclamo de recategorización. 
SEÑORA LAPASTA.- No. 


SEÑOR VIDALÍN.- Hace pocos días, a nivel de la prensa nacional leí que uno de los integrantes del 
gremio, Richard Canapé, planteaba el tema de las recategorizaciones, y como no lo entendí quiero 
solicito una explicación al respecto. 


SEÑORA OTERO.- La recategorización ya pertenece al tema de la rama. Dentro del peaje hay muchas 
categorías, que fueron laudadas por el Consejo de Salarios, que no se están respetando en ninguno de 
los peajes, en ninguna de las concesiones. Ese es un tema más general. En el Peaje de Mendoza no 
existe, porque hay solo cajero y un supervisor. El supervisor hace el trabajo de asistente y demás. No se 
está respetando en ningún peaje, y en este menos. 


En este momento, los noventa días que Hernández le está pidiendo a la cooperativa nos está limitando, 
porque al ser dos empresas separadas que no van a juntarse no van a estar la cooperativa y el supervisor 
trabajando en conjunto se complica el tema de las licencias que les deben hasta el día de hoy. Como son 
nueve funcionarios, si uno se toma licencia no tienen cómo cubrir el puesto. Tampoco tienen cómo cubrir las 
medias horas de descanso. Con ocho funcionarios se está cubriendo lo básico del funcionamiento del peaje, 
sin contar las medias horas. Tenemos un noveno funcionario que vendría a cubrir las medias horas de la 
mañana y de la tarde, quedando la noche sin ser cubierta porque no hay personal para cubrirlas. Si sumamos 
a eso que alguien de la cooperativa tiene que salir de licencia, estamos "en el horno", más sabiendo que el 
supervisor no puede cubrir las medias horas porque es una empresa aparte y no tiene por qué tomar 
responsabilidades de la cooperativa. En ese punto estamos hoy. 


Una de las preguntas que hizo el señor Diputado tenía que ver con el acuerdo que se había firmado, y si 
después de los noventa días Hernández se comprometía a que esta gente quedara con trabajo. Sí, Hernández 
se compromete a que dentro de noventa días va a encontrar una forma jurídica para esto, para absorber a todo 
el personal con el laudo, pero tenemos que subsistir a esos noventa días. Hernández no se ve flexible a la 
negociación, y lo que nos da miedo a nivel sindical, no solamente de las compañeras del Peaje de Mendoza, 
es que hicimos un preacuerdo el día viernes y el martes siguiente estaban dando vuelta todo por completo. 
Entonces, no sabemos si dentro de diez días este preacuerdo se formalizaría o si Hernández va a tirar la 
pelota para adelante y postergarlo diez días más. Por todo esto, seguimos con incertidumbre. Esto es un 
trabajo, quince familias dependen de él y tenemos la incertidumbre de no saber qué va a pasar mañana. 


Hoy en día los supervisores están esperando, pero dentro de todo son los que van a estar mejor, porque van a 
ganar los $ 22.400 que tienen que cobrar por laudo, en lugar de los $ 8.000 que cobran ahora. Esto hay que 
resaltarlo. G4S tiene un convenio con Hernández y contrata supervisores. El recibo de sueldo dice 
"supervisor de peaje", pero les estaban pagando $ 8.000 cuando debían estar cobrando $ 22.400. Esa es una 
diferencia grave que tenía G4S, y Hernández también, porque él debería ser el controlador de todo, ya que es 
el que contrata. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Muchas gracias por la visita. 


Estuve conversando el otro día con una delegación del peaje precisamente sobre estos temas. No sé si 
ustedes, cuando hablaban de la reunión del viernes, se referían al viernes pasado. 


SEÑORA OTERO.- No le puedo decir la fecha exacta. El viernes pasado hubo un preacuerdo que se 
formalizaría dentro de diez días. Supongo que el lunes 27 estaremos reunidos. 


Me refería a la incertidumbre que nos da a nosotros el hecho de si esto va a llegar a buen puerto o no. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Yo veía un cambio en cuanto a fechas en lo que habíamos hablado 
ahora. 


SEÑORA OTERO.- No tengo la fecha de la reunión anterior. Por eso hablé de un viernes y un martes, 
para que se den cuenta de cómo en ese lapso todo cambió. Pensábamos que habíamos llegado a un 
acuerdo, que estaba todo bien, y terminamos con una ocupación. Lo mencioné para mostrarles la 
gravedad de la poca palabra que tiene la empresa. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Entonces, el viernes pasado llegaron a un acuerdo, en el que participó 
el Ministerio. Esto era lo que se venía planteando que iba a suceder. O sea que ahora debemos esperar 
para saber cómo sigue todo esto. Por lo que ustedes dijeron, el martes de la semana próxima podría 
resolverse la situación. 


SEÑORA LAPASTA.- Todavía no se ha fijado la fecha. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Entonces, me parece que lo que corresponde si el señor Presidente lo 
considera conveniente es que la Comisión permanezca vigilante, y esté a las órdenes de la delegación en 
caso necesario. Pienso que ahora solo podemos esperar que se dé cumplimiento a lo acordado. 


De todos modos, me parece importante que se solicite una visita de la Inspección de Trabajo para que evalúe 
las condiciones de trabajo, ya que el problema no se presenta solo con los baños, sino con la salud laboral en 
general. Me refiero, por ejemplo, al uso de mascarillas por el tipo de lugar donde se trabaja, ya que hay 
algunos riesgos latentes. No olvidemos que las frenadas, debido al asbesto, tienen una peligrosidad 
importante y consecuencias nefastas. Por lo tanto, me parece que es importante que el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social analice ese tema. Si ustedes solicitan su presencia, este puede plantear cuáles son las 
mejores condiciones de trabajo a fin de hacer los reclamos correspondientes a la empresa. 


SEÑORA LAPASTA.- Lo que puedo hacer es dejar una fotocopia del preacuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería muy importante. 


Considero que lo manifestado por el señor Diputado Iturralde Viñas es muy bueno. Quizás no sea necesario 
en este momento, porque esperamos que este preacuerdo se convierta en acuerdo, y que se cumpla en forma 
integral. De todos modos, tenemos la impresión de que la problemática que está planteada en el peaje 
vinculada a la salud laboral, al problema edilicio y a las condiciones de trabajo es muy importante. Además, 
sabemos que el SUNCA está participando junto a ustedes en esta negociación. 


Solo nos resta decir que pretendemos que se nos mantenga informados acerca de la situación a fin de 
intervenir en caso necesario. Ojalá que no sea así, pero en caso de serlo quizás podamos prever algunas 
situaciones para el futuro, ya que esta empresa no da seguridad en cuanto al cumplimiento de los acuerdos. 
De todos modos, esperamos que en esta oportunidad todo se cumpla. 


Agradecemos su presencia y solicitamos que nos acerquen un relatorio puede ser a través del SUNCA de las 
condiciones de trabajo, para que podamos contar con esa información al día. 


(Se retira de Sala la delegación de trabajadores del Peaje de Mendoza y del Peaje de La Barra SUNCA- 
Florida) 


(Ingresa a Sala una delegación de trabajadores de la ex Textil FIBRATEX) 


——- Con mucho gusto, la Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación de 
trabajadores de la ex Textil FIBRATEX integrada por la Secretaria General del Congreso Obrero Textil COT, 
señora Graciela López, y la Secretaria General de Finanzas, señora Griselda Fernández. 


Desearíamos que nos pusieran al día sobre vuestra situación, que afecta los puestos de trabajo de una gran 
cantidad de trabajadores textiles del país. 


SEÑORA LÓPEZ.- En primer lugar, queremos pedir disculpas porque venimos de otro lugar en el que 
nos atendieron tarde y nos atrasamos en llegar aquí. Agradecemos a la Comisión por habernos 
recibido. 


Nuestro problema es que a partir del 2 de enero de 2007 nos mandaron al seguro de desempleo. Previo a esto, 
aproximadamente tres meses antes, el titular de la empresa, señor Miguel Strauch, nos planteó que nos iba a 
mandar al seguro y que no íbamos a volver. Sin embargo, se trataba de una situación muy ambigua, porque 
planteó que no reabriría pero que tampoco iba a cerrar. 


A raíz de ello, se generaron una serie de reuniones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con 
participación de los señores Ministros de Trabajo y Seguridad Social y de Industria, Energía y Minería, en la 
que él participó con nosotros. En aquel momento ofrecía todo su paquete accionario tanto a nosotros como al 
Gobierno y al Banco de la República, es decir a quien lo quisiera tomar, a cambio de que se liberaran tres 
garantías que tenía el Banco, que no pertenecían al Grupo Strauch sino a pequeños inversionistas. El Banco 
resolvió no hacer lugar a ello. 


Nosotros empezamos negociaciones con unidades recuperadas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
con posibles inversores. En el momento de cierre éramos 320 personas. Hoy hay alrededor de 170 
compañeras y compañeros ya que se produjeron jubilaciones e, inclusive, alrededor de 12 compañeros 
pudieron acogerse a la ley de los 58 años. El promedio de edad de los que quedamos ronda los 50 años y los 
30 años de trabajo. 


Por otra parte, queremos destacar que en la industria textil cada una de las tareas es de alta capacitación y 
lleva años prepararse. Al día de hoy nosotros hicimos una serie de propuestas al Poder Ejecutivo. 


Apareció un inversor, un industrial uruguayo que tiene un pequeño emprendimiento y exporta hilado a 
Argentina. También pedimos a AFISA y al Banco de la República que permitieran la entrada de posibles 
inversores argentinos. Cuando vieron el establecimiento y el estado de mantenimiento de la maquinaria 
conocen nuestro trabajo y nuestros productos se mostraron interesados. 


La propuesta que nos hicieron fue que por el término de tres meses, en la primera parte de la cadena de 
producción, que es la sección Hilandería, ocuparían alrededor de veinte trabajadores. Luego de eso, se podría 
llegar a los tres turnos de esa sección que abarcaría cerca de ochenta trabajadores, que es la cantidad de 
personas que tenemos. Asimismo, dijeron que en el cortísimo plazo estamos hablando de un mes, un mes y 
medio o tal vez dos se podría llegar a trabajar en la sección Tejeduría y en la sección Tintorería. Esto 
abarcaría alrededor del 70% de los ciento setenta empleados que mencionaba. Estas conversaciones están 
bastante avanzadas. 


Además, en la fábrica hay una sección que se llama "Zurcido y Pinzado". Es el único taller que existe en el 
Uruguay de estas dimensiones, con este espacio físico y con determinadas condiciones de salud y de 
seguridad, ya que las normas se ajustan a la ley. 


A manera de ilustración, queremos comentarles que para que una persona pueda llegar a ser zurcidora se 
necesitan cuatro años de capacitación. Es un oficio al igual que el resto de los de la fábrica muy calificado, lo 
que comúnmente se llama "zurcido invisible". Es un oficio que se está perdiendo en el país. Prácticamente 
quedamos el grupo de trabajadoras de FIBRATEX como oficialas. 


Sabemos que en toda la República funciona una cantidad de talleres clandestinos, que trabajan en negro, 
empleando a mujeres muy jóvenes sin aportar a la Seguridad Social. No están dentro del sistema y ganan 
entre $ 20 y $ 23 la hora. Nosotros proponemos que con nuestras compañeras que ya están bastante 
veteranas, pero que tienen el oficio no solamente podemos realizar el "fagon" que hacen esas empresas en 
negro sino que estamos en condiciones de capacitar a todas esas muchachas que trabajan en esos talleres 
clandestinos. Para decirlo en buen romance, mataríamos dos pájaros de un tiro, porque estaríamos brindando 
la posibilidad del aprendizaje y de la capacitación y, a su vez, de un trabajo y de un oficio a futuro. 


A grandes rasgos, esa es la propuesta que tenemos. 


Hace aproximadamente dos meses se llevó a cabo una reunión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
con el segundo Vicepresidente del Banco de la República, señor Danilo Vázquez, el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, señor Eduardo Brenta, y el Subsecretario de Industria, Energía y Minería, señor Ortuño. 
Participaron el inversor, el sindicato UOF de FIBRATEX y el Congreso Obrero Textil. Allí hubo un 
compromiso del Banco de la República. 


Nosotros estamos reclamando nuestros créditos laborales. En el momento del cierre de la fábrica, lo que se 
nos debía era una licencia. Nuestra situación jurídica no es de despedidos. En realidad, no se sabe 
exactamente cuál es nuestra situación en ese aspecto. Iniciamos nuestros reclamos por la vía judicial. El 
Banco de la República, que es el principal acreedor, también inició el juicio por su lado, para que se 
produjera el remate. En julio del año pasado la Justicia determinó la liquidación de la empresa y ahí 
empezaron a correr los plazos para los remates. 


Como decía, hace unos dos meses tuvimos esa reunión. La situación de la fábrica es la siguiente: está el 
edificio la planta industrial, el inmueble, hay maquinaria prendada por el Banco de la República, maquinaria 
no prendada, materia prima y telas. En principio, hubo un acuerdo de que se remataran las telas y que el 
producido se nos entregara como parte del pago de nuestros créditos laborales. Al día de hoy, por un 
inconveniente que hubo entre el rematador y los síndicos, y algunos otros asuntos que no vienen al caso, 
todavía no hemos cobrado ese dinero, aunque estamos a días de hacerlo. Por cierto que es muy poco y ni 
siquiera se acerca al total de los créditos laborales. Pero el compromiso que asumió el Banco de la República 
fue que se iba a rematar la planta y la maquinaria como unidad productiva, que era lo único que permitía que 
pudiésemos seguir adelante con la posibilidad de conseguir un inversor y todo lo que relaté anteriormente. 


El remate estaba planteado primero para el 8 de setiembre. Luego se cambió la fecha para el 16 del mismo 
mes. Cuando llegamos al remate, para nuestra sorpresa en la folletería estaban las fotos de la planta, de las 
máquinas, de una casa que está al lado de la fábrica que también pertenecía a FIBRATEX y de un terreno que 
utilizábamos como playa de estacionamiento. En ese acto se remató el inmueble por un valor de US$ 
2:050.000. El Banco de la República envió a un funcionario con orden de participar en la puja, pero lo 
compró otro empresario. Entonces, desde allí llamamos al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y le 
planteamos que el compromiso que el Gobierno había hecho con nosotros se había incumplido porque, desde 
nuestro punto de vista y de acuerdo con el conocimiento que tenemos por muchos años de trabajo, es 
imposible trabajar sin edificio. Ahí se produjo una comunicación entre el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social y la Presidencia de la República. En la mañana del sábado pasado se llevó a cabo una 
reunión entre el Presidente del Banco de la República, señor Fernando Calloia, el segundo Vicepresidente, 
señor Danilo Vázquez, el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, el Subsecretario de Industria, Energía y 
Minería, el Secretario y el Subsecretario de Presidencia con el Presidente de la República. Fuimos 
convocados después del mediodía. No estaba el Presidente ni los representantes del Banco de la República, 
aunque sí el resto de los que mencioné. Allí nos plantearon que había sido una decisión tomada por el 
Directorio del Banco de la República, que no comunicó a los Ministros con los cuales se había hecho el 
compromiso ni a nosotros como organización sindical, representante de los trabajadores de la fábrica. 


Entonces, se nos hizo una propuesta. En primer lugar, el Gobierno asumió la responsabilidad. Se nos dio la 
explicación de que había sido una decisión del Directorio del Banco de la República sin haberlo consultado 
primero y, luego de haber tomado la resolución, sin haber informado a los Ministros y a Presidencia. En 
segundo término, nos hicieron la propuesta de que el día 24, en que se realizaría el remate de la maquinaría, 
el Banco de la República sería el oferente, o sea que se comprometieron a comprar toda la maquinaría. 
Además, nos dijeron que, de acuerdo con el proyecto productivo que presentamos, podríamos adquirir las 
máquinas que precisamos por un valor simbólico. El Banco de la República se haría cargo del desarme, el 


traslado y el armado de la maquinaria en algún inmueble de su propiedad. Llegamos al acuerdo de que 
queríamos que se nos entregara por escrito la propuesta y que luego de analizarla con la Dirección de nuestro 
sindicato, los trabajadores, nuestros propios compañeros y el PIT-CNT daríamos la respuesta. Lo que sí 
estamos en condiciones de decir hoy es que nos parece altamente inviable la propuesta que implica el 
traslado de la maquinaría. Tenemos un ejemplo muy claro que es el de AGOLAN S.A., que pertenece a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, que trasladó un grupo de máquinas de lo que fue CEDETEX en 
Cardona hacia Juan Lacaze. Ese traslado insumió un año y costó US$ 1:450.000. La mano de obra para el 
traslado fue de AGOLAN, ex Campomar. Por lo tanto, sostenemos esta posición no solo por el conocimiento 
que tenemos sino, además, porque consultamos con los técnicos mecánicos y electricistas que conocen un 
poco más que nosotros y con un ingeniero de la planta, y nos informaron que el traslado llevaría no menos de 
un año, que deberíamos contratar a un ingeniero, que con la cantidad de mecánicos y electricistas con los que 
contamos no sería posible hacer este trabajo y que el resto de los trabajadores no podría realizarlo porque 
para eso se necesita determinado conocimiento. 


Casi la totalidad de las máquinas que tenemos son de origen italiano. Esa maquinaria vino con un armador 
que trabajó en conjunto con los mecánicos, electricistas, jefes de mantenimiento y capataces. La planta tiene 
unos 66 años de construida y fue hecha especialmente para albergar máquinas de grandes dimensiones y 
teniendo en cuenta, además, que por las materias primas que utilizamos lana, seda, viscosa, algodón y 
mezclas de todo tipo, para que el procesamiento sea posible es necesario trabajar con un 72% de humedad y 
entre 24” y 26” de temperatura. A la vez, se utilizan miles de litros de agua por turno y por hora. Quiere decir 
que cuando hablamos de inmueble no nos referimos solo a las paredes, sino que hay un sistema de 
circulación de aire y otro que genera la humedad necesaria para trabajar. Además, como las máquinas 
generan cierta vibración, más allá de sus dimensiones, no cualquier edificio puede albergarlas por su forma 
de funcionamiento. 


En el día de ayer tuvimos una conversación con el inversor que estaría dispuesto a trabajar con nosotros, pero 
aunque el traslado o la mudanza se produjera en las mejores condiciones no podría hacerse en menos de un 
año y no pueden esperarnos. O sea que el proyecto puede viabilizarse, pero tendría que ser en pocos meses. 


Queremos aclarar algo porque hay una confusión, sobre todo a nivel de las autoridades del Banco de la 
República. El proyecto que nos ofrecen implicaría que comenzaran a trabajar 20 personas. Las autoridades 
del Banco de la República afirman que sería irracional que para que trabajaran 20 personas se mantuviera 
semejante edificio y tanta cantidad de máquinas y, desde ese punto de vista, lo sería. 


En estas últimas horas hemos recibido ofertas y tenemos que sentarnos a conversar con las personas 
correspondientes. En los últimos tiempos se han cerrado varias fábricas textiles y hay vendedores que reciben 
ofertas del exterior y nosotros podríamos proveerlos. Tenemos que hablar con ellos para conocer la seriedad 
de sus planteos y propuestas, pero tenemos la firme convicción de que somos absolutamente viables. 


Otra de las propuestas que hemos hecho al Gobierno tiene que ver con que contamos con la maquinaria y la 
capacitación para fabricar las telas para los uniformes del Ejército, de la Policía, para el INAU y los 
hospitales. También hicimos una propuesta, no solo como FIBRATEX, sino como Congreso Obrero Textil, 
para trabajar con AGOLAN, ex Campomar, en la fabricación de frazadas, que es uno de los rubros que 
maneja esa empresa. Si apuntamos a un proyecto de corto y mediano plazo estaremos en condiciones de 
encarar algo así mientras se concretan otros negocios. Hay que considerar que la industria textil de Uruguay 
es netamente exportadora. En general, hay una confusión con respecto a lo que hacen China, India y otros 
países, con respecto a los que se plantea que no somos competitivos. Obviamente, no somos competitivos 
frente a lo que ellos hacen, pero nosotros no trabajamos en cantidad, sino en moda y diseño, en lo que en el 
lenguaje textil se llama para excelencia. El mercado más exigente es el italiano y estamos a la altura de ese 
mercado. Inclusive, se hicieron dos auditorías y dos estudios de viabilidad uno lo realizó Tea Deloitte $ 
Touche y el otro, un equipo de economistas que contrató el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para los 
que se pusieron en contacto con los clientes que tenía FIBRATEX y la mayoría señaló que en el momento en 
que se los consultaba ya tenía los negocios cubiertos porque trabajamos para temporadas, pero que si la 
empresa reabría serían nuestros potenciales clientes. 


En la industria textil la inversión es hoy y el retorno, al año. Por ejemplo, en el último año de trabajo de 
FIBRATEX, con seguros de paro totales y parciales, con trabajos a turno y medio o de un turno, se llegó a 
facturar por US$ 12:000.000. Es una industria que genera valor agregado. Nosotros tenemos la firme 


convicción de que tenemos que dejar de ser un país exportador de materia prima y pasar a procesar nosotros 
mismos los productos; estamos en condiciones inmejorables para hacerlo, por lo menos, en capacidad y mano 
de obra. 


Como consecuencia de la situación que se generó con FIBRATEX y el remate del inmueble las expectativas 
que teníamos se han venido un poco abajo. El Poder Ejecutivo se comprometió a entregarnos la propuesta por 
escrito. En el día de ayer nos mantuvimos en permanente comunicación con el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, y en la tarde noche nos informó que hoy nos entregaría esa propuesta por escrito, pero que 
por la mañana tendría lugar una reunión que, según nos comunicó, sería al más alto nivel; suponemos que 
tiene que ver con el comprador del inmueble, y si es al más alto nivel suponemos que será con el señor 
Presidente de la República o algo parecido. Nos plantea que hoy nos enviaría la propuesta, después de esa 
reunión que supuestamente se produjo en la mañana de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El día sábado, después de que estuvimos con los trabajadores en la 
ocupación, mantuvimos algunos contactos con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


En el día de ayer, los representantes de esta Cartera concurrieron al Parlamento a efectos de analizar el 
Presupuesto, y nos consta que tienen una enorme preocupación acerca del tema y que está manteniendo otros 
contactos para poder presentar a los trabajadores esta propuesta en el día de hoy. 


La Comisión de Legislación del Trabajo queda a las órdenes para lo que pueda aportar en la resolución de 
esta problemática, que es muy importante no solo para los trabajadores de FIBRATEX. El movimiento 
sindical está analizando este tema, participando en reuniones y negociaciones para tratar de resolver 
rápidamente una situación que realmente nos sorprendió el día sábado. Quedamos muy preocupados porque 
había compromisos con los trabajadores, que por desinteligencias no se cumplieron, y están en juego los 
puestos de trabajo de cientos de trabajadores. 


Reitero, la Comisión queda a las órdenes para dar una mano en lo que necesiten. 


SEÑORA LÓPEZ.- Reiteramos las disculpas por haber llegado tarde, que se debió a una reunión que 
mantuvimos con el Secretariado Ejecutivo del PITCNT. 


Les agradecemos que hayan tenido la deferencia de atendernos, y aceptamos su ayuda para cuando la 
precisemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su visita. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


